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"COOPERATIVA DE CREDITO PAMPERO LTDA S/ CONCURSO 

PREVENTIVO" 

Expediente Nº 023664/08 

Juzgado N° 3 - Secretaría Nº 6. MR 

 

 

Buenos Aires, 28 de abril de  2011. 

   Y Vistos: 

   1.(i) Apeló subsidiariamente la sindicatura contra la 

decisión de fs. 416/9 -mantenida en fs. 430- en cuanto el magistrado de grado 

le aplicó una sanción de apercibimiento.  

   Los fundamentos obran en fs. 428/9. 

   (ii) Asimismo, apeló la concursada contra la decisión de fs. 

416/9 en cuanto el a quo si bien dispuso la homologación del acuerdo respecto 

de los acreedores laborales, juzgó que el mismo no sería oponible para otros 

acreedores de igual categoría que con posterioridad obtuviesen su ingreso al 

pasivo concursal, señalando que ello sería juzgado en la oportunidad 

correspondiente. 

   2. La Sra. Fiscal ante esta Cámara, dictaminó en fs. 502/4. 

    Sostuvo que: (i) la sanción aplicada al síndico debía 

ser dejada sin efecto, señalando que, en forma previa, debía darse una vista al 

afectado en relación a la falta imputada y, (ii)  la homologación del acuerdo 

celebrado con el único acreedor con privilegio laboral verificado no producirá 

efectos respecto de acreedores con esa graduación que se verifiquen con 

posterioridad.   

   3. El recurso del síndico:  

   Cabe destacar a modo introductorio, que resulta exacto lo 

apuntado por la señora Fiscal de Cámara en cuanto a que no se le brindó al 

síndico la posibilidad de formular una suerte de explicación y/o descargo con 

anterioridad al dictado del pronunciamiento en análisis.  

   En efecto, debió permitírsele el amplio ejercicio de su 

derecho de defensa frente a las graves consecuencias de índole profesional, 

patrimonial y moral que la sanción le puede traer aparejada. 



   Entiéndase que no quiere significarse con lo dicho, que el 

magistrado no pueda disponer directamente, una vez formada opinión sobre la 

conducta de un funcionario sometido a su potestad disciplinaria, la pena que 

juzgue procedente; mas debe tratarse de conciliar tal prerrogativa con un 

temperamento prudencial, que, contemplando las circunstancias particulares 

de personas, tiempo y lugar, y el tenor del reproche (arg. arts. 512 Cód. Civil), 

adopte un curso de acción en el proceso, que aleje la posibilidad de ulterior 

invocación de privación del ejercicio del derecho de defensa.  

   Sin embargo, la omisión de la previa vista al afectado, no 

conllevará en el caso en análisis, la descalificación per se del acto 

jurisdiccional como tal. Ello así, desde que el síndico pudo brindar ex post 

facto su versión de los hechos, al plantear la revocatoria de la penalidad (v., fs. 

428/9); lo que a su vez, aleja la situación de colocar a este Tribunal en la tarea 

de expedirse sobre cuestiones que no hayan sido planteadas al juez de grado  

(cpr. 277, en sentido análogo, esta Sala, 4.5.10, "Egamedi SA (ex Biz Makers 

SA) s/ quiebra s/ incidente de apelación (art. 250 CPCC)"). 

   Por el particular contexto fáctico apuntado, cualquier 

situación de duda habrá de jugar a favor del afectado, puesto que aunque el 

régimen disciplinario no es ámbito propio del Derecho Penal, se aplican sus 

principios basales, sobre todo los que hacen a la garantía del debido proceso 

(arg. mutatis mutandi, CNCom. en pleno, 27.8.88, “Armadores Argentinos SA 

s/calif. Conducta” y art. 3 C.P.P.N.).  

   4.(i)  Zanjada tal cuestión preliminar, cabe señalar que tiene 

dicho esta Sala que, como pauta orientadora, se debe partir de la premisa que 

el deber de responsabilidad del síndico es correlativo a la función que se le 

asigna, la que debe ser cumplida con eficiencia y conforme a los fines para los 

que fue creada. Su incumplimiento, entonces, apareja la aplicación de 

sanciones que deberán ajustarse a diversos factores, tales como los 

antecedentes del caso, la actuación del funcionario, su conducta, la gravedad 

del hecho imputado, la razonabilidad en la aplicación de la sanción, en la que 

debe encontrarse subsumida la regla de gradualidad y proporcionalidad  (conf. 

esta Sala, 22.6.10 "Perez José Luis s/concurso preventivo s/ incidente de 

remoción"; en igual sentido, Sala B, 6.3.95, “Zadicoff s/quiebra” LL 1995–D, 

566; íd., 23.3.94, "Canale, Rodolfo s/quiebra" -dict. Fiscal 60884-; Sala C, 
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30.11.95, "Tex-tail SRL s/inc." -dict. Fiscal 74055-; íd., 31.8.99, "Crawford 

Keen y Cia. s/quiebra" del 20/02/1992). 

   Ahora bien, en tanto el art. 255 LCQ señala como causales 

para la aplicación de sanciones, la negligencia, la falta grave y el mal 

desempeño, convendrá formular una somera aproximación semántica, antes de 

proseguir con el análisis puntual de la conducta del funcionario.  

   La negligencia, se configura por medio de un dejar de 

hacer aquello a que se está obligado por disposición del juez o de la ley, en el 

modo, tiempo y lugar en el que se debe hacer. Se trata de una conducta 

caracterizada por el abandono y la dejadez, la mora y la desatención en el 

cumplimiento de los deberes pertinentes (conf. Segal, R., "Sindicatura 

concursal", Edit. De Palma, 1978, pág. 253).  

   El mal desempeño, consiste en un hacer inadecuado, 

vinculándose así con el cumplimiento defectuoso. No se trata de un "no hacer" 

o "hacer fuera de tiempo" la tarea, sino de llevarla a cabo de manera formal, 

pero desenfocada respecto de lo que la ley exige, ya sea de modo expreso, ya a 

través de la finalidad implícita (conf. Rubín, M. "Régimen disciplinario de los 

síndicos concursales", en Rev. ED. 18.4.2000).  

   Finalmente, la falta grave se comete transgrediendo una 

prohibición, que puede ser explícita o implícita en la ley.     

   (ii). Se impone entonces, un análisis contextual y global de 

la conducta asumida en el proceso concursal por el Contador Di Martino, que 

permita discernir su desempeño en una visión superadora de la mera 

evaluación fragmentaria de hechos aislados.  

   En primer lugar, advierte esta Sala que la propia sindicatura 

reconoce que en la presentación de fs. 424 incurrió en un error de cómputos de 

las mayorías debido a una "...interpretación errónea..." de lo dispuesto por el 

magistrado de grado con fecha 11.9.09 (sic., fs. 428 vta), solicitando las 

disculpas del caso.    

   En virtud de dicho yerro procedió a integrar en la categoría 

de acreedores fiscales con régimen específico a la totalidad de los acreedores 

fiscales, sin excluir a los acreedores "Dirección Provincia de San Luis" y 

"Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires".   



   A partir de lo expuesto supra, surge con claridad que si 

bien el funcionario reconoce el error en que incurriera, dicha conducta debe 

ser evaluada conforme se señalara precedentemente en un contexto global de 

la postura asumida en el proceso concursal por el Contador Di Martino. 

   Con tal entendimiento y, habiéndose constatado con la 

Superintendencia de este Tribunal que el Contador Di Martino carece de 

antecedentes disciplinarios en su legajo personal, atendiendo a la regla de 

proporcionalidad y gradualidad de las penas, cabrá morigerar la sanción 

dispuesta en la anterior instancia a un llamado de atención, exhortándolo para 

que en lo sucesivo lleve adelante sus funciones con la diligencia y celeridad 

que las circunstancias imponen. 

   5. El recurso de la concursada: 

   (i) Tiene dicho la Corte Suprema de Justicia de la Nación 

que la situación dada en el sub examine, se encuentra regulada en el artículo 

47 de la ley 24.522, donde se ha previsto la posibilidad de acordar un modo de 

pago con los acreedores de privilegio especial para los que se exige la 

unanimidad. Tal acuerdo, como es evidente, sólo puede hacerse con los 

acreedores presentados y reconocidos como tales en el proceso concursal.  

   Resulta claro que la unanimidad exigida por la norma en 

análisis refiere a los acreedores verificados y admisibles presentados 

tempestivamente, porque a su vez se establece un trámite complejo previo, 

que incluye la categorización de los distintos pretensores que hace el deudor e 

incide en el tipo de acuerdo que va a ofrecer en orden a la naturaleza de los 

créditos, la resolución judicial que fija definitivamente tales categorías y los 

acreedores comprendidos, así como la composición del comité controlador del 

acuerdo integrado con representantes de las distintas categorías (LC. 41 y 42).    

   De allí que, mal puede exigirse que la unanimidad se 

complemente ulteriormente con los acreedores de presentación tardía (CSJN, 

15.4.04, "Florio y Compañía I.C.S.A. s/ concurso preventivo s/ incidente de 

verificación de crédito por Niz Adolfo Ramón").  

   Por otro lado, lo juzgado por el magistrado de grado afecta 

la sentencia judicial que tiene por homologado tal acuerdo, al quedar sujeta a 

una situación de inestabilidad permanente por la aparición de nuevos 

acreedores de tal categoría que podrían no aceptar la propuesta, generando ello 
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una evidente alteración del principio de seguridad jurídica, pilar básico de la 

función jurisdiccional.  

   (ii) Como señala Germán J. Bidart Campos, nos hallamos 

ante un “precedente” que por delante desata la imitación, o sea, que sirve de 

pauta para resolver de manera equivalente una cuestión semejante en casos 

posteriores y futuros … estamos ante el fenómeno de la ejemplaridad (“La 

Corte Suprema”, pág. 24, Publika Internacional S.A., Bs. As., 1982).  

   Y aún cuando el citado pronunciamiento no resulta 

vinculante para esta Sala -puesto que los magistrados gozan de una 

incuestionable libertad de juicio en sus decisiones (fallos, 212:59)-, lo cierto 

es que existe un deber moral de conformar sus decisiones a los fallos del alto 

tribunal (Fallos, 25:36). Ello, claro está, si no median motivos excepcionales 

que por su gravedad permitan soslayar esa exigencia. 

   De otro lado, razones de economía procesal –que 

benefician a los propios justiciables, evitando una dilación inútil del proceso- 

también aconsejan el seguimiento de los parámetros fijados por la Corte 

Suprema de Justicia de la Nación en el mentado fallo.  

   Por consiguiente, tratándose de un caso similar al estudiado 

por el Alto Tribunal, debe revocarse la decisión de fs. 416/9 en lo que fue 

materia de agravio. 

   Finalmente, sólo cabe señalar que el fallo en análisis resulta 

posterior a la promulgación de la ley 25.589.    

   6. En virtud de lo expuesto precedentemente, cabe concluir 

que la propuesta que fuera votada favorablemente por el único acreedor con 

privilegio laboral producirá efectos respecto de acreedores con esa graduación 

que se verifiquen con posterioridad.  

   En dicho contexto, y teniendo en consideración las 

particularidades del sub examine, cabe analizar si la propuesta efectuada por la 

concursada respecto de los eventuales acreedores con privilegio laboral resulta 

encuadrable dentro de la LC :52:4. 

      En este marco, es preciso recordar que el juez es hoy parte 

fundamental en el proceso concursal; no resulta un mero controlador de su 

corrección formal ya que tiene facultades para evaluar la pertinencia del 

acuerdo no sólo sobre la base de su conveniencia económica –respecto de la 



cual los acreedores son, en principio, los mejores árbitros- sino, 

fundamentalmente, que la propuesta no constituya un abuso a los acreedores 

que no vean otra forma de procurarse, cuanto menos, un magro dividendo 

(Sala D, 16.12.86, “Ediciones Mercurio (sociedad de hecho) s/ quiebra”). 

       En esta dirección se orientó la decisión dictada por la 

colega Sala C en el caso “Línea Vanguard SA” de fecha 4.9.01. En dichas 

actuaciones, en concordancia con el dictamen de la Sra. Fiscal General, se 

descartó la interpretación formulada, con base en el espíritu de la legislación 

entonces vigente, según la cual los acreedores serían los únicos que estarían en 

situación de decidir sobre lo que mejor se ajusta a su propio interés o 

conveniencia sin que los jueces se encuentren habilitados para juzgar sobre esa 

decisión. 

   Así pues, los magistrados siempre se encuentran facultados 

–y aún constreñidos- a valorar los principios que informan el orden jurídico en 

su integridad, porque la legislación concursal no es una isla o un 

compartimiento estanco, circunstancia que conduce a que deba siempre 

prevalecer el interés general del comercio, del crédito y de la comunidad en 

general por sobre el individual de los acreedores o del deudor. 

      Síguese de lo expuesto que, no obstante lo que pareciera 

resultar del texto actual del art. 52 LCQ, el juez no se encuentra obligado, en 

todos los casos y en forma absoluta e irrestricta, a dictar sentencia 

homologatoria del acuerdo votado formalmente por las mayorías legales. 

   Ello así toda vez que el magistrado conserva siempre la 

potestad de realizar un control que trascienda la mera legalidad formal en 

todos aquellos supuestos en los que  el acuerdo pudiera afectar el interés 

público, atendiendo al ordenamiento jurídico en su totalidad (considerando 5º 

y sus citas del precedente citado). 

    El texto del art. 52, apartado 4 LCQ, según el criterio 

impuesto por la ley 25.589, impone ahora al juez la obligación de no 

homologar en ningún caso una propuesta abusiva o en fraude a la ley. 

   En rigor, como advirtió en su momento la mayoría de la 

doctrina nacional, el juez nunca perdió sus facultades homologatorias desde la 

ley 11.719 hasta el régimen actual: por ello, no debe homologar el acuerdo 

cuando se trata de la consumación de un fraude (Julio César Rivera - Daniel 
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Roque Vitolo, Comentario al proyecto de la ley de concursos y quiebras, p. 

48; Adolfo A. N. Rouillon; Régimen de Concursos y Quiebras ley 24.522, p. 

128;  Mauricio Boretto, Las facultades legales del juez concursal con respecto 

a  la homologación de la propuesta de acuerdo preventivo de quita y espera, 

E.D. 197-210; Héctor Alegría, Nueva reforma a la Ley de Concursos y 

Quiebras (Ley 25.589), L.L. sup. especial Reformas a la Ley de Concursos 

(25.589), junio 2002, p. 8; Ricardo S. Prono y Mariano R.Prono, La novísima 

legislación de Concursos y Quiebras. Algunas consideraciones sobre la Ley 

n° 25.589, rev. cit., p. 28; Ignacio A. Escuti (h), Los poderes del juez 

concursal en la ley 24.522, E.D. T. 164-1137; Pablo D. Heredia, ob. cit. t. 2 p. 

210). 

   En esa línea, varios autores destacaron que aún bajo el 

régimen originario de la ley 24.522 no era tolerable el abuso del derecho ni el 

fraude, por lo que el magistrado debía abstenerse de homologar el acuerdo 

obtenido si el mismo violaba los estándares de los arts. 953 y 1071 del cód. 

civ. y normas concordantes (Fassi- Gebhardt, Concursos y Quiebras, 6ta. Ed., 

Astrea, Buenos Aires, 1997, p. 173; García Martínez, Roberto, La 

homologación del acuerdo preventivo en la nueva ley de concursos, ED 164- 

1250; Grispo, Jorge D., "Homologación del concordato y facultades del 

magistrado", ED 197-761; Lorente, Javier, Ley de concursos y quiebras, 

Gowa, Buenos Aires, 2000 p. 558; Mosso, Guillermo El juez concursal ante la 

homologación del acuerdo preventivo ED 176-969; Monti, José L., El 

concordato como negocio jurídico. Sobre la homologación del acuerdo y las 

atribuciones del juez del concurso, LL 2000-F-1089, entre muchos otros). 

   Estas facultades del juez fueron también reivindicadas por 

la jurisprudencia al rechazar en no pocos casos la homologación de acuerdo 

abusivos (Com. D, 19.12.95, "Banco Extrader SA s/quiebra", L.L.1997-E-247; 

Com. C, 27-10-95, "La Naviera Línea Arg. de Navegación Marítima y Fluvial 

s/Quiebra" BJCNCom. N° 5 año 1995; Com. B, 3.9.96, "Coviello, Francisca 

M. s/Quiebra", Rev. de Derecho Privado y Comunitario n° 13, sección 

jurisprudencia, Concursos, pág. 411; Com. A, 9.4.97, "Btesh, José David 

s/Quiebra", E.D. 175-172; Tercer Juzgado de Procesos Concursales y 

Registros, Mendoza, 25.9.98, "Frannino Industrias Metalúrgicas SAACIF, p/ 

Conc, prev.", Rev. de Derecho Privado y Comunitario n° 20, sección 



jurisprudencia, Concursos, p. 385; Primer Juzgado de Procesos Concursales, 

22/5/97; "Martín S.A. Pedro y José", con nota de Ariel A. Dasso, La primera 

homologación de un cramdown, JA 1997-IV-162.; Tercer Juzgado de 

Procesos Concursales y Registro  de Mendoza, 22.3.02, "Pedro López e Hijos 

S.A. p/concurso preventivo", expte. N° 5759, Rev. de Derecho Privado y 

Comunitario", 2002-1 Emergencia y Pesificación, p. 700; Com. B, 30-4-01, 

"Invermar SA s/concurso preventivo", Rev. de Derecho Privado y 

Comunitario n° 2001-3, sección jurisprudencia, área Concursos, p. 654). 

   Por lo demás, y como es sabido, la reforma de la ley 25.589 

hizo explícitas aquéllas facultades, disponiendo en el art. 52 inc. 4 de la ley 

24.522 que "En ningún caso el juez homologará una propuesta abusiva o en 

fraude a la ley" (.Julio César Rivera, Instituciones de Derecho Concursal, T°. 

I, p. 478; Roberto García Martínez, La homologación del acuerdo preventivo 

en la nueva ley de concursos, E.D. T. 164-1249; Pablo C. Barbieri, Las 

facultades judiciales ante la homologación del acuerdo preventivo. 

Implicancias de la Ley 25.589, L.L. sup. especial Reformas a la Ley de 

Concursos (25.589), junio 2002, p. 41) 

   Procede, así, ingresar en el análisis de la propuesta 

efectuando un control que trascienda la mera legalidad formal, pues ello viene 

impuesto por los principios que fluyen de los arts. 953 y 1071 del cód. civil y 

del hecho de que la ley concursal no es un compartimento estanco separado 

del resto del ordenamiento jurídico (Juzgado Comercial n° 13, 14.9.2005, 

"Micro Ómnibus Norte S.A. - MONSA- s/acuerdo preventivo extrajudicial" -

firme-).  

     La solución contraria, por lo demás, importaría renunciar 

al cumplimiento de deberes propios de la función jurisdiccional. Como ha sido 

dicho, le cabe siempre al Poder Judicial decidir si la solución consensuada a 

que se arribara con las conformidades de la mayoría, lo es sin los vicios 

descalificantes establecidos por criterios éticos y de equidad (Porcelli, Luis A., 

"No homologación del acuerdo preventivo. Propuesta abusiva o en fraude a 

la ley", L.L. 2002-D Sec. Doctrina, p. 979); y que tal atribución legal debe ser 

ejercida sea a instancia de parte o aún de oficio (Rubín, Miguel Eduardo, Las 

nuevas atribuciones del juez del concurso respecto del acuerdo preventivo 
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según la ley 25.589. Un hito en la evolución del Derecho Concursal 

Argentino, E.D. 198-964). 

   De allí que procede, en síntesis, en uso de las facultades 

legales que ostenta el juez al momento de decidir sobre la homologación, 

juzgar la presencia o ausencia de "...todos los elementos que hacen a la 

corrección procedimental y la concreción de los valores superiores del 

ordenamiento jurídico..." (Alegría, Héctor: "Facultades del juez e 

interpretación de las normas sobre acuerdo preventivo extrajudicial", 

Suplemento especial de la revista jurídica argentina La Ley noviembre 2004, 

p. 61). 

   La terminología que emplea el art. 52:4 de la LCQ, a la 

larga, constituye un estándar cuya valoración deberá realizarse en el caso 

concreto (Junyent Bas, Francisco y Molina Sandoval Carlos “El informe 

general del síndico y las nuevas facultades homologatorias del juez concursal. 

Reflexiones en torno a las modificaciones introducidas por la ley 25589”, ED 

198:676) 

   Y esa facultad conduce a estimar la relatividad de la 

imposición de homologación que prevén los incisos 1. y 2. a). del art. 52 LCQ 

que deberán pasar, a criterio del juez, por el tamiz que contempla el inciso 4º. 

Al emitir pronunciamiento sobre la homologación del acuerdo, en todos los 

casos y aún en ausencia de cuestionamiento sobre el particular, el juez se 

encuentra constreñido a evaluar si la propuesta conlleva abuso o fraude, 

situación frente a la que deberá denegar la homologación. 

   La noción de ejercicio antifuncional (o disfuncional) de los 

derechos ha sido objeto de profundos estudios de la doctrina nacional y, a 

partir de esa elaboración, fecundamente aplicada por los tribunales de todas 

las instancias. 

   Truffat ha ofrecido, a partir del pensamiento de Alfredo 

Orgaz, una definición del abuso del derecho, comprensiva de los perfiles que 

han sido asignados al instituto: existencia y ejercicio de una conducta 

permitida dentro del derecho positivo en virtud de una expresa disposición 

legal que contraría los fines de la norma o las reglas de la moral, la buena fe o 

las buenas costumbres (E. Daniel Truffat, “Algunas pautas para el empleo de 



la facultad de no homologar un concordato presuntamente abusivo (LC:52, 

inc 4)”, ED 198:762.).  

   Conforme el criterio aludido el ejercicio antifuncional  que 

configura el abuso puede presentarse tanto frente a la licuación de los pasivos 

concursales, como en caso de carencia de adecuada proporción entre la 

solución preventiva que la ley dispensa al insolvente y el sacrificio 

patrimonial que este ofrece (e impone) a sus acreedores. Y aunque 

conceptualmente puede distinguirse entre ambos institutos, parece que en 

algún punto el abuso y el fraude a la ley se confunden, se vinculan tan 

estrechamente que no es posible escindirlos. Esta afirmación, que no reviste 

mayor importancia para la cuestión analizada, quedará aclarada seguidamente. 

   Los precedentes jurisprudenciales y las opiniones de la 

doctrina resultan contestes en punto a que la consideración de una propuesta 

como fraudulenta o abusiva es cuestión que debe apreciarse con arreglo a las 

circunstancias de cada caso y, particularmente, atendiendo a las distintas 

órbitas de intereses comprometidos. Queda claro que esa apreciación debe 

tener, por lo tanto, un contenido concreto. En otros términos: que alguno o 

algunos sujetos deben resultar merecedores de la protección que la ley 

dispensa, en tanto se hallen expuestos a experimentar daños generados por el 

obrar abusivo o fraudulento de su deudor concursado. 

   No es posible admitir, en esa dirección, la mera alegación 

de ejercicio abusivo de un derecho o configuración de fraude sin un perjuicio 

cierto o potencial, pues la actividad jurisdiccional cumple en esta materia 

también una función correctiva del desvío en forma preventiva. Corresponde 

al juez anticipar los efectos perjudiciales del fraude o abuso, sea actuando 

oficiosamente o a requerimiento de cualquiera de los legitimados por el art. 50 

LCQ, sin desconocer la facultad que asiste al Ministerio Público (art. 276 

LCQ). 

   Pues bien: el art. 52:4º se halla orientado a la protección de 

los acreedores, quienes ya han sido reconocidos como tales y, principalmente, 

aquellos cuyos créditos se hallan pendientes de incorporación y, más aún, los 

que todavía no se han insinuado. Si se tiene en cuenta entonces el universo de 

posibles afectados, cobra sentido la calificación de la actividad jurisdiccional 

que venimos examinando como tutelar preventiva. Y también adquiere 
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significado la aseveración hecha al final del apartado anterior: el abuso debe 

consistir en la producción de algún perjuicio a los acreedores, 

intencionalmente, con el propósito de infligirles un detrimento patrimonial y 

su contrapartida, el beneficio consiguiente para el deudor concursado.   

   En oportunidad de requerirse la homologación de la 

propuesta de acuerdo que ha logrado las mayorías legales el juez tiene 

básicamente dos posibilidades: disponer la homologación o rechazarla, con 

fundamento en lo dispuesto por el art. 52:4º LCQ. 

   No obstante, se ha recurrido a otra solución que se revela 

como más práctica: la denominada tercera vía. En esta situación, aún en 

aquellos supuestos en los que debe aplicarse el procedimiento de salvataje que 

contempla el art. 48 LCQ, se ha postulado que el juez no debe declarar la 

quiebra inmediatamente sino que puede: (i) reformular la propuesta por 

aplicación analógica, según el caso, de la disposición del art. 52:2º b) del 

ordenamiento concursal, o (ii) fijar un plazo para que esa reformulación sea 

hecha por la concursada fijando un contenido que estime mínimamente 

aceptable para superar la calificación de abusiva que juzgó con anterioridad.  

   Esta última solución es la que esta Sala juzga aplicable al 

sub examine (cfr. CNCom., Sala C, "Línea Vanguard " del 04.09.01; Juzgado 

Nacional de Primera Instancia en lo Comercial No. 13, -firme- "Micro 

Ómnibus Norte SA -MONSA- s/Acuerdo Preventivo Extrajudicial" del 

14.9.2005). 

   Así enfocada la cuestión, cabe recordar que la propuesta 

dirigida a los acreedores privilegiados, que fuera aceptada por un único 

acreedor consiste en abonar los créditos verificados con una quita del 70%, en 

el plazo de dos años y con una espera de dos años a partir de la fecha de la 

homologación del acuerdo, sin intereses.  

   Consecuentemente, evaluadas las circunstancias del caso, 

cabe concluir que la propuesta ofrecida vulnera el orden público económico, 

porque daña la protección del crédito. Y la homologación del acuerdo que 

implica desvirtuar la eficacia de los medios compulsivos con que cuentan los 

acreedores para hacer valer sus derechos, va más allá de su particular interés, 

para convertirse en una cuestión que afecta al interés general. 



   7. Corolario de lo expuesto, oída la señora Fiscal de 

Cámara, se resuelve:  

   (i)  modificar el decisorio apelado en cuanto fijó una 

sanción de apercibimiento, disponiendo la aplicación de un llamado de 

atención al Contador Roberto Di Martino. 

   (ii)  revocar la decisión de fs. 416/9 en relación al agravio 

individualizado en el pto. 1 (ii) de este decisorio.  

   (iii)  imponer las costas correspondientes a esta instancia en 

el orden causado, atento la forma en que se decide.  

   (iv) encomendar al Sr. Juez de Grado adopte las medidas 

necesarias a efectos de disponer conforme lo aquí resuelto. 

   Notifíquese a las partes, a la Sra. Fiscal General en su 

despacho.  

   Fecho, devuélvase.   

   El doctor Juan Manuel Ojea Quintana no interviene en la 

presente decisión por encontrarse en uso de licencia (art. 109 del Reglamento 

para la Justicia Nacional). 

   Rafael F. Barreiro, Alejandra N. Tevez. Ante mí: María 

Florencia Estevarena. Es copia del original que corre a fs.   de los autos de la 

materia. 

 

 

 
María Florencia Estevarena 

Secretaria                                                                              

 


